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Exp. 192/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 192/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA.


	ACTOR: ***** ******* ****** ********

	DEMANDADAS: DIRECCIÓN DE RESPONSABILIDADES Y ÉTICA PÚBLICA, DEPENDIENTE DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA, DE LA CONTROLARÍA GENERAL DEL ESTADO Y LA CONTROLARÍA GENERAL DEL ESTADO.

	MAGISTRADA: HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO.

	SECRETARIO JURISDICCIONAL: ADRIÁN GARCÍA SORIA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a nueve de junio de dos mil veintiuno. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 192/2019/2, promovido por el C. **** ****** ******* *******, por propio derecho, quien señaló como autoridades demandadas a la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, dependiente de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, de la Controlaría General del Estado, por la emisión de la resolución sancionadora de doce de noviembre de dos mil dieciocho en el expediente PRA-013/2017; y a la Contraloría General del Estado; y,
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de marzo de dos mil diecinueve, el C. **** ****** ******* *******, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, en contra de la resolución administrativa emitida en el expediente PRA-013/2017, el doce de noviembre de dos mil dieciocho, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, dependiente de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, de la Controlaría General del Estado, mediante la cual determinó imponer como sanción al hoy actor una multa por la cantidad de $22’703,114.08 (Veintidós millones setecientos tres mil, ciento catorce pesos 08/100 M.N.) y una inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público por el lapso de diez años.
II.- Por auto de veintinueve de marzo de dos mil diecinueve, previo cumplimiento parcial al requerimiento formulado en el diverso acuerdo de doce de marzo de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr el traslado correspondiente a las autoridades que se tuvieron como demandadas para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda.
III.- Por acuerdo de seis de mayo de dos mil diecinueve, se dio cuenta, entre otros, con el oficio presentado ante este Tribunal el veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, mediante el cual las autoridades demandadas formularon su contestación a la demanda, teniéndose por contestada la demanda por las enjuiciadas, y por realizada la objeción de pruebas; asimismo se tuvieron por admitidas las pruebas documentales y de informe ofrecidas por la parte actora, y en cuanto a la prueba testimonial ofrecida por la misma se admitió y limitó su desahogo a dos testigos, ordenando su citación por conducto de este Tribunal dada la manifestación de imposibilidad de presentarlos del actor, además de indicarse que la misma se desahogaría durante la celebración de la audiencia final; por otro lado, en cuanto a la prueba consistente en copia certificada de la sentencia y su cumplimiento dictados en el expediente 496/2014/1, se requirió a la parte actora para que dentro del plazo de cinco día hábiles exhibiera ante esta Sala las citadas documentales, bajo el apercibimiento de que en caso de no hacerlo se tendrían por no ofrecidas dichas probanzas, enseguida se estableció que la prueba de inspección ofrecida en el punto siete del capítulo correspondiente de la demanda se desahogaría una vez que obraran en autos las mencionadas documentales requeridas, y en cuanto a las documentales ofrecidas por la actora en los números 8, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26 del capítulo correspondiente del escrito de demanda, se requirió a las autoridades demandadas para que las exhibieran ante este Tribunal en original o copia certificada bajo el apercibimiento respectivo.

Respecto de la prueba consistente en el expediente administrativo PRA-013/2017, ofrecida por las autoridades demandadas se tuvo por admitida dicha prueba al invocarse como hecho notorio que las constancias que integran el citado expediente administrativo obran en copia certificada dentro del diverso expediente 104/2019/2, del índice de esta Sala Unitaria, mismas que serían tomadas en consideración al momento del dictado de la sentencia que recayera al presente asunto.

En cuanto a la fijación de fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial se indicó que una vez que transcurriera el término otorgado a las autoridades y al actor para dar cumplimiento a los requerimientos efectuados en el acuerdo en cita se acordaría lo conducente.
IV.- Finalmente una vez desahogadas todas las diligencias relativas a la preparación y desahogo de pruebas; y por tanto substanciado que fue en cada una de sus etapas el presente juicio, a las 11:00 once horas del once de mayo de dos mil veintiuno, se dio inicio a la audiencia final, con la asistencia de las partes; en el desahogo de la citada audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su propia y especial naturaleza y se desahogó la parte correspondiente de la prueba testimonial ofrecida por el actor, asimismo, posteriormente  se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después, en la etapa de alegatos se ordenó agregar a los autos el escrito presentado por las Autoridades Demandadas, teniéndose tuvieron por hechas las manifestaciones contenidas en dicho escrito, y finalmente mediante acuerdo de veintiséis de mayo del año en curso se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y XVIII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y transitorio sexto del decreto 0603, publicado el diez de abril de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial del Estado, en relación con el artículo 90 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en la Edición Extraordinaria del Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el catorce de agosto de dos mil tres; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que en el caso se trata de una controversia suscitada en contra de una resolución definitiva en materia de responsabilidad administrativa, impuesta a un ex servidor público por la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en la cual se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora no requiere acreditar su personalidad, en virtud de que comparece por propio derecho, acreditando su interés jurídico en el presente juicio con la exhibición de la copia de la resolución sancionadora emitida el doce de noviembre de dos mil dieciocho en el expediente PRA-013/2017, en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, documental que obra agregada de la foja 034 a la 067 de autos, la cual al ser expedida por una autoridad en ejercicio de sus funciones goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y por el reconocimiento que de la misma hacen las autoridades demandadas.
La personalidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada ante este Tribunal, conforme a lo establecido en el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, quien compareció en su representación jurídica, exhibió copia certificada de su respectivo nombramiento, documento que obra agregado a foja 251 del expediente en que se actúa, el cual goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en el presente juicio consiste en determinar si la resolución de fecha doce de noviembre del año dos mil dieciocho, dictada en los autos del procedimiento de responsabilidad administrativa PRA-013/2017, del índice de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, emitida respecto del C. **** ****** ******* *******, resulta legal o ilegal.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio, y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, del oficio de contestación formulado por las autoridades demandadas, se desprende que opusieron las excepciones de improcedencia de la acción y sine actione agis; señalando que la resolución impugnada se dictó en apego a la legalidad, debidamente fundada y motivada, cumpliendo con las formalidades establecidas, y que corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad de la misma; por lo cual esta Sala Unitaria considera que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes al estudio y resolución de fondo de la litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en el juicio.

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que planteó la parte actora en su escrito inicial de demanda se localizan de la foja 04 a la 27 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos, sin que resulte necesario realizar una transcripción de los mismos.
Al respecto, es aplicable de manera análoga la Tesis de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: 
Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.

SEXTO.- En virtud del principio de mayor beneficio que se encuentra establecido en el cuarto párrafo del artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, esta Juzgadora procede a estudiar el tercer concepto de impugnación que hace valer el accionante en su escrito inicial de demanda, en el que medularmente arguye que resulta ilegal la resolución impugnada, en virtud de que al momento en que se inició el procedimiento sancionador habían prescrito las facultades de la autoridad demandada, y en su resolución la autoridad demandada estudia incorrectamente la actualización de la prescripción de sus facultades.
Una vez analizado el citado concepto de impugnación, esta Sala lo estima fundado y suficiente para decretar la nulidad de la resolución impugnada, en razón de que las facultades sancionadoras de la autoridad demandada en el presente asunto, se encontraban prescritas, con base en las consideraciones siguientes:

En primer término, se debe establecer que los principios de seguridad y certeza jurídica establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos significan que la situación jurídica de las personas no será afectada más que por los procedimientos regulares establecidos en la ley, en esa tesitura, los referidos principios deben entenderse en el sentido de que los procedimientos emitidos por las autoridades deben contener los elementos mínimos para que la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo cual no significa de manera alguna que la ley deba de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, de esta manera, se ha señalado que para respetar los principios de seguridad y certeza jurídica el legislador debe fijar en las leyes ordinarias las formalidades y términos conforme a los cuales la autoridad administrativa debe actuar. 

Al efecto, se debe destacar que el procedimiento de responsabilidad administrativa es de pronunciamiento forzoso, toda vez que su materia la constituye una conducta u omisión respecto de la cual existe un especial interés de la colectividad en que dichas infracciones no queden impunes y se determine con plena certeza si esa conducta u omisión resulta o no contraria a los deberes y obligaciones que rigen el servicio público; en otras palabras, el referido procedimiento tiene por objeto asegurar la óptima prestación del servicio público, de tal manera que éste corresponda a los intereses de la comunidad, pudiendo concluir sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo la sanción administrativa que corresponda, determinando con exactitud si el servidor público cumplió o no con los deberes y obligaciones inherentes a su cargo
.

Bajo esta perspectiva, atendiendo a la naturaleza sancionadora del procedimiento de responsabilidad administrativa, resultaría inadmisible que la potestad para imponer sanciones administrativas no estuviere sujeta a limitación temporal alguna, pues ello podría dar lugar a la arbitrariedad en la persecución de los hechos sancionables, generando con ello incertidumbre entre los servidores públicos ante la posibilidad de que pudieran imponérseles sanciones en cualquier momento futuro.
En ese sentido, es importante para el Estado como para la ciudadanía que se protejan y preserven los intereses públicos fundamentales de legalidad, lealtad, honradez, imparcialidad y eficiencia, que deben observarse en el ejercicio de la función pública, principios rectores previstos en los artículos 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 125, fracción III, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí
. 

Ahora bien, el artículo 81, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, aplicable al caso
, ya que era la norma vigente al momento de ocurridos los hechos investigados, establece lo siguiente:

“ARTICULO 81. Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos:

I. En un año si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, y

II. En tres años, en los demás casos.

El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo. En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82 de esta Ley.”

Del dispositivo legal trasunto, se desprende que las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en: a) un año, si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado; o bien, b) en tres años, en los demás casos. 

Asimismo, el dispositivo legal en estudio establece que el plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continúo. En todos los casos, la prescripción a que alude ese precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí
. 

En ese sentido, cabe advertir que el legislador expidió la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí con la intención de evitar y, en su caso, sancionar a los servidores públicos que cometan actos ilícitos en detrimento de la función pública y de la sociedad. Para lograr este importante cometido, el legislador otorgó a las autoridades administrativas facultad para sancionar a aquellos servidores públicos que hubieran incurrido en actividades ilícitas, las cuales describió el propio legislador.

En esta noción legislativa, el tiempo guarda una posición especial, toda vez que el legislador la estableció en la ley para que la autoridad administrativa pudiera cumplir, en una primera pero trascendental etapa, con su función de evitar y sancionar conductas ilícitas de los servidores públicos. Así, las autoridades sancionadoras cuentan con un plazo de uno o tres años, según se actualice el supuesto de la primera o segunda fracción del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, a partir de que se comete la conducta ilícita para iniciar el procedimiento administrativo con la intención de sancionar al servidor público involucrado.

Si en dicho lapso la autoridad no ejerce su facultad sancionadora, se considerará que dicha facultad ha prescrito, por lo que la institución jurídica de la prescripción debe entenderse como la extinción, en virtud del paso del tiempo, de la facultad que tiene la autoridad administrativa para sancionar a los servidores públicos que realizaron conductas ilícitas.

En este sentido, es dable considerar que si bien existe un interés de la sociedad por evitar y, en su caso, sancionar las actividades ilícitas de individuos que tienen un compromiso distinto al resto de las personas en tanto que son servidores públicos, también resulta que sea inaceptable que las autoridades sancionadoras puedan ejercer sus atribuciones en cualquier tiempo, ya que ello dejaría en un estado de incertidumbre jurídica al gobernado contrario a su dignidad y honradez, pues se mantiene latente una sospecha de responsabilidad por supuestos actos realizados en el desempeño de su trabajo. La duda respecto de la función desempeñada por un servidor público no debe quedar permanentemente abierta por el bien de la sociedad y del individuo mismo.

Por tal motivo, el legislador previó la posibilidad de que las facultades de las autoridades administrativas prescribieran. De esta manera, si en un lapso determinado, en términos de lo previsto en las dos fracciones del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la autoridad no ejerce su facultad sancionadora, el derecho a ejercerla se perderá y hasta entonces el servidor público tendrá certeza de que su actuar no puede acarrearle ninguna sanción administrativa.
Ahora bien, del contenido de la resolución combatida, se desprende que la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, señaló que el procedimiento sancionador derivó de la investigación realizada por la Contraloría Interna de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, al Procedimiento de Licitación Pública Nacional EO-924016999-N3-2013, referente a los trabajos de Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de Quince Centros de Salud en distintos Municipios del Estado de San Luis Potosí, siendo el ganador de dicho proceso licitatorio la empresa **** ****** ******* *******., así como que derivado de esa Licitación Pública el diecinueve de julio de dos mil trece, los Servicios de Salud de San Luis Potosí y la empresa antes citada, celebraron el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número SSSLP-LPN-PROY EJEC Y CONST. 15C.S./2013.
Que el Director General de los Servicios de Salud del Estado, con el oficio 20026, designó al aquí actor como residente de obra en los trabajos de Desarrollo Complementario del Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de los Centros de Salud ubicados en la cabecera municipal de Villa de Arriaga, Villa de Zaragoza, Villa de Reyes, Armadillo de los Infante y San Nicolás Tolentino, San Luis Potosí.
En tanto que, al referirse a la conducta por la que el hoy actor fue sancionado, señaló que la misma derivó de una deficiente supervisión en la ejecución de los trabajos de construcción de los Centros de Salud ubicados en la cabecera municipal de Villa de Arriaga, Villa de Zaragoza, Villa de Reyes, Armadillo de los Infante y San Nicolás Tolentino, San Luis Potosí, en los cuales fue designado como residente de obra; que la deficiente supervisión en la ejecución de los trabajos se desprende porque a la fecha en que debían estar concluidos, tenían un avance de 33.26%; 29.17%; 34.7%; 25.5%; y 29.77%, respetivamente, y, que por ello el encausado faltó a sus obligaciones en el desempeño de su encargo como supervisor de la citada obra.
Posteriormente, al indicar las pruebas de cargo, señaló que con ellas se acreditaba que el diecinueve de julio de dos mil trece, el Organismo denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí celebró con la empresa **** ****** ******* *******; el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número SSSLP-LPN-PROY EJEC Y CONST.15C.S./2013, que dicha empresa se retrasó en los trabajos de quince centros de salud, dado que los reportes del avance de la obra no se realizaron completos con la periodicidad señalada en el manual de procedimientos respectivo, y que el encausado no informó a sus superiores oportunamente durante todo el tiempo en que se debían ejecutar los trabajos sobre la deficiente realización de dichos trabajos por parte de la contratista, lo cual impidió que se tomaran las medidas necesarias y se aplicaran las sanciones o penas convencionales correspondientes; que se autorizaron estimaciones que no reflejaban el correcto avance físico de la obra en relación con su avance financiero, así como la utilización de conceptos de obra para el pago de otros diversos a los señalados en el proyecto original, lo que contribuyó a que las penalizaciones por la ejecución retrasada no se hicieran de manera correcta en perjuicio del erario público.
En ese sentido, resulta claro para esta Sala que la responsabilidad que se imputa al hoy actor, deriva de las funciones que le correspondía desempeñar como residente de obra en los trabajos para el Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de los Centros de Salud, ubicados en la cabecera municipal de Villa de Arriaga, Villa de Zaragoza, Villa de Reyes, Armadillo de los Infante y San Nicolás Tolentino, San Luis Potosí, respectivamente, especificados en el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número SSSLP-LPN-PROY EJEC Y CONST. 15C.S./2013, celebrado el diecinueve de julio de dos mil trece; cargo que fue asignado al ahora actor por el Director General de los Servicios de Salud, mediante oficio número 20026, de veintinueve de agosto de dos mil trece, el cual obra agregado en copia certificada a foja 36 del Primer Tomo complementario del expediente del juicio número 104/2019/2, del índice de esta Sala Unitaria, el cual se invoca como hecho notorio en términos de lo dispuesto en el artículo 277 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, aplicable de manera supletoria en relación con lo dispuesto en el diverso artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, documental que se tiene a la vista conforme a lo establecido en el acuerdo dictado en el juicio en que se actúa el seis de mayo de dos mil diecinueve (tomo I de la copia certificada del expediente administrativo PRA-013/2017), mismo que cuenta con valor probatorio pleno de acuerdo a los artículos 61 y 72 fracción I del citado Código Procesal Administrativo, y al cual resultan aplicables, por analogía, en lo conducente lo establecido en las tesis de jurisprudencia cuyo rubro y contenido son los siguientes:

Registro digital: 174899

Instancia: Pleno

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: P./J. 74/2006       

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Junio de 2006, página 963

Tipo: Jurisprudencia

“HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles los tribunales pueden invocar hechos notorios aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento.”

Controversia constitucional 24/2005. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 9 de marzo de 2006. Once votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio. 

El Tribunal Pleno, el dieciséis de mayo en curso, aprobó, con el número 74/2006, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a dieciséis de mayo de dos mil seis.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 91/2014, desechada por notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 24 de marzo de 2014.

Registro digital: 172215

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a./J. 103/2007

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Junio de 2007, página 285

Tipo: Jurisprudencia

“HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, los órganos jurisdiccionales pueden invocar hechos notorios aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. Así, los titulares de los órganos jurisdiccionales pueden válidamente invocar como hechos notorios las resoluciones que hayan emitido, sin que resulte necesaria la certificación de las mismas, pues basta con que al momento de dictar la determinación correspondiente la tengan a la vista.”
Contradicción de tesis 4/2007-PL. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 23 de mayo de 2007. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Tesis de jurisprudencia 103/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de mayo de dos mil siete.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 91/2014, desechada por notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 24 de marzo de 2014.

En esa tesitura, para determinar la temporalidad de las funciones que tenía el actor, derivadas del cargo de residente de obra asignado, debe tomarse en consideración que las funciones a que se refirió la demandada tenían un periodo determinado de realización en el tiempo, el cual consistía en la temporalidad en la que la empresa debía llevar a cabo y concluir el cien por ciento 100% de los trabajos contratados.

En ese sentido, la conclusión de los trabajos amparados en el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número SSSLP-LPN-PROY EJEC Y CONST. 15C.S./2013, era el veintiuno de mayo de dos mil catorce; de ahí que las funciones del residente de obra concluían en dicha fecha, lo cual no fue controvertido ni analizado de manera correcta por las autoridades demandadas, máxime que, de los documentos que integran el procedimiento de responsabilidades administrativas, ofrecido como prueba por la propia autoridad demandada que se invoca como un hecho notorio por esta Sala desde párrafos que anteceden, y que obran en los tomos I y II del expediente 104/2019/2, con valor probatorio pleno de acuerdo al artículo 72 fracción I del Código Procesal; se advierte que de acuerdo con lo pactado en el contrato, la empresa contratada debía terminar los trabajos en un plazo de doscientos cuarenta 240 días naturales, que iniciarían del veintiséis de julio de dos mil trece al veintidós de marzo de dos mil catorce, lo cuales debido a que el anticipo no se entregó en la fecha pactada, su plazo fue postergado del dieciséis de agosto de dos mil trece al doce de abril de dos mil catorce; y que el veintiocho de abril de dos mil catorce, se autorizó una prórroga de treinta y nueve 39 días, quedando establecido como fecha de término oficial de los trabajos el día veintiuno de mayo de dos mil catorce.
De lo anterior, debe destacarse que, el ahora actor fue designado como residente de obra en los trabajos contratados para el Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de los Centros de Salud ubicados en la cabecera municipal de Villa de Arriaga, Villa de Zaragoza, Villa de Reyes, Armadillo de los Infante y San Nicolás Tolentino, San Luis Potosí, respectivamente, en el periodo comprendido del veintinueve de agosto de dos mil trece al veintiuno de mayo de dos mil catorce; por tanto, sus funciones como tal debían desempeñarse desde la fecha en que fue designado, hasta la fecha que se hubiere pactado para la conclusión de los trabajos contratados; por lo que si la fecha pactada para la conclusión de los trabajos fue el veintiuno de mayo de dos mil catorce, en esta última concluyeron las funciones de supervisión derivadas del cargo de residente de obra que le fue designado, cuya omisión o incumplimiento pudiera ser motivo de sanción por la autoridad administrativa.
En ese tenor, para el caso que nos ocupa, a juicio de esta Sala los actos que materializan la conducta por la que fue sancionado el demandante, debieron desempeñarse en el periodo establecido para la realización y término oficial de los trabajos, actos que conforme al dicho de la autoridad demandada, consistieron en los siguientes: que los reportes del avance de la obra no se realizaron completos con la periodicidad señalada en el manual de procedimientos respectivo; que el encausado no informó a sus superiores oportunamente durante todo el tiempo en que se debían ejecutar los trabajos, la deficiente realización de los mismos por parte de la empresa; que se autorizaron estimaciones que no reflejan el correcto avance físico de la obra en relación con su avance financiero; y, que se utilizaron conceptos de obra para el pago de otros diversos a los señalados en el proyecto original. Pues refiere que de esos actos derivó una deficiente supervisión en los trabajos realizados en las obras que le fueron asignadas, dado que a la fecha en que debían estar concluidos, esto es el veintiuno de mayo de dos mil catorce, tenían un avance de 33.26%; 29.17%; 34.7%; 25.5%; y 29.77%, respetivamente, por lo cual consideró que el hoy actor faltó a sus obligaciones en el desempeño de su encargo como supervisor de las citadas obras.
Se dice lo anterior en virtud de que, a consideración de esta Sala las referidas conductas infractoras que la autoridad consideró continuadas, cometidas durante la ejecución de las obras, implican que el cómputo del plazo de prescripción de las facultades sancionadoras -debido a su obligatoria periodicidad y del plazo fijo de los trabajos- se deba computar a fecha cierta, la cual, en todo caso, puede considerarse la última conducta infractora repetida –razón de calificación de continua- por el servidor público, misma que sería, como se ha dicho, dentro del plazo de ejecución de las obras o bien al momento en que se fija su conclusión, de ser que, esas conductas se prolonguen hasta ese momento, pero no aquella en que supuestamente por virtud de las actuaciones de la autoridad competente cesen con el inicio del procedimiento de rescisión de contrato, pues ello no quiere decir que las conductas infractoras, en el caso particular, se prolongaran hasta ese momento, ya que como se ha dicho se encontraban definidas para su realización sobre la base de fecha cierta, dada la periodicidad con que la propia demandada señaló debían cumplirse las obligaciones del ahora actor.
En consecuencia, resulta inconcuso que si el actor fue citado a comparecer a la audiencia de ley el veintiocho de mayo de dos mil diecisiete, tal como consta señalado en la primera foja de la resolución impugnada, es evidente que, entre la fecha de citación a la audiencia de ley y la fecha en que concluyeron sus funciones como residente de la obra en cuestión -veintiuno de mayo de dos mil catorce-, habían transcurrido tres años siete días, por lo cual se encontraba excedido el término de tres años a que se refiere la fracción II del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades en mención para que la autoridad iniciara el procedimiento sancionador y aplicara sus facultades, de ahí que se estime que estaban prescritas las facultades de la demandada para imponer sanción alguna.
Resulta aplicable a lo anterior, el criterio sustentado en la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con Registro: 165711, XXX, diciembre de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis 2a./J. 200/2009, página 308, que a continuación se transcribe:

“PRESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD PARA IMPONER SANCIONES A LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL PLAZO PARA QUE OPERE INICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE HUBIERA INCURRIDO EN LA RESPONSABILIDAD O A PARTIR DEL MOMENTO EN QUE ÉSTA HUBIERE CESADO, SI FUESE DE CARÁCTER CONTINUO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE CHIAPAS Y DE GUERRERO). Los artículos 75 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chiapas; 75 de la Ley Número 674 de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Guerrero; 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, disponen que el plazo para que opere la prescripción para imponer sanciones a los servidores públicos inicia a partir del día siguiente al en que se hubiera incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que ésta hubiere cesado, si fuese de carácter continuo, por lo que para computar el plazo de la prescripción es irrelevante la fecha en que las autoridades tuvieron conocimiento de la conducta infractora del servidor público a quien se pretende sancionar...”

Asimismo, resulta ilustrativo el criterio sustentado en la Tesis Aislada del Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con Registro: 179820, XX, diciembre de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis I.13o.A.83 A, página 1404, que dice:
“PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES PARA IMPONER SANCIONES POR RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE INTERRUMPE AL EFECTUARSE LA NOTIFICACIÓN DEL INICIO DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO. Del estudio correlacionado de los artículos 64, fracción II y 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se desprende que el término para la prescripción de la facultad sancionadora del Estado se interrumpe con el inicio del procedimiento administrativo de responsabilidades de los servidores públicos que prevé el mencionado artículo 64, el cual se inicia con la notificación de la citación a una audiencia, en la que se les harán saber las responsabilidades que se les imputan, así como su derecho a ofrecer pruebas; por otro lado, por notificación debe entenderse el hacer saber una resolución de la autoridad con las formalidades preceptuadas para el caso, de lo que se colige que su finalidad es, por una parte, que el servidor público tenga conocimiento de la instauración de ese procedimiento y, por otra, que se interrumpa el plazo de prescripción aludido, efectos que se perfeccionan en el momento en que éste se hace sabedor del procedimiento incoado en su contra. Por tanto, al perfeccionarse el objeto de la notificación con el conocimiento por parte del servidor público de la citación a la audiencia, debe considerarse que en ese momento se interrumpe el término de prescripción, y no a partir de que surta efectos la notificación, en términos de la legislación penal federal de aplicación supletoria en la materia, porque de estimarse así, se estaría disminuyendo el plazo para que la autoridad ejerza su función sancionadora...”

En las relatadas condiciones, se reitera que resulta fundado el argumento del actor vertido en el tercer concepto de impugnación de su demanda, y toda vez que del contenido de las documentales a que se ha hecho referencia se desprenden los hechos concretos que se circunscriben en la demostración de la prescripción de las facultades sancionadoras de la autoridad emisora de la resolución impugnada, es concluyente que el acto impugnado en el presente juicio resulta ilegal pues los hechos que lo motivaron se apreciaron de forma equivocada, infringiendo lo dispuesto en la fracción V del artículo 164, en relación con la fracción II del diverso 165, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Sin que pase inadvertido para esta Sala que en la resolución combatida, la autoridad demandada al referirse a la prescripción de sus facultades para imponer la sanción, señalara que la falta de supervisión adecuada de los trabajos imputada al hoy actor fue interrumpida hasta que se tomaron acciones por parte de los Servicios de Salud del Estado para corregir esa situación, señalando que ello ocurrió hasta el once de julio de dos mil catorce, momento en que se notificó al apoderado de la empresa contratada, el oficio relativo al inicio del procedimiento de recisión del contrato; lo cual resulta incongruente para realizar el cómputo de mérito, dado que, las facultades de la autoridad sancionadora no pueden prolongarse hasta que se decida tomar acciones para corregir irregularidades o deficiencias en el desempeño de las funciones de un servidor público, pues considerarlo así, sería dejar al arbitrio de las autoridades sancionar en cualquier tiempo los actos u omisiones de los servidores públicos, independientemente de la fecha en que se hubiere incurrido en ellos, que iría en contravención de lo establecido en el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y que acarrearía un estado de incertidumbre legal sobre los plazos ciertos en que se debe actuar para sancionar conductas irregulares.
En ese orden, se reitera que las funciones de Residencia de Obra asignadas al actor, concluyeron en la fecha pactada para la conclusión de los trabajos, la cual como se señaló con anterioridad venció el veintiuno de mayo de dos mil catorce; de ahí que se considere que cualquier omisión o deficiencia en el desempeño de las funciones inherentes a ese cargo, debieron acontecer dentro del término pactado para la realización de los trabajos, y, en consecuencia, que el cómputo de las facultades sancionadoras iniciaba desde el día siguiente a dicha fecha, no como lo apreció la demandada.
Conforme a lo antes expuesto, la resolución impugnada se ubica en la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado, en virtud de que, contrario a la apreciación de la autoridad demandada, la prescripción de sus facultades sancionadoras se había actualizado en términos de lo que disponía el artículo 81 fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente en dos mil catorce, año en que supuestamente se cometieron las conductas infractoras por parte del hoy accionante, lo que llevó a la demandada a emitir una resolución sancionando supuestas conductas infractoras sobre las cuales sus atribuciones ya habían prescrito, de acuerdo a los razonamientos expuestos en párrafos anteriores. 
Al ser fundado el concepto de impugnación previamente analizado, esta Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes argumentos de anulación formulados por la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni con ello obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado.
Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:
“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
En tal virtud, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se declara la NULIDAD LISA y LLANA de la resolución impugnada, consistente en la resolución administrativa emitida en el expediente PRA-013/2017, el doce de noviembre de dos mil dieciocho, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, dependiente de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, de la Controlaría General del Estado, mediante la cual determinó imponer como sanción al hoy actor una multa por la cantidad de 22’703,114.08 (Veintidós millones setecientos tres mil, ciento catorce pesos 08/100 M.N.) y una inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público por el lapso de diez años; razón por la cual, en términos de lo dispuesto en el artículo 252 del citado Código Procesal se deja sin efecto legal alguno.

En ese orden de ideas, con el objeto de cumplir con lo dispuesto por el artículo 252 del citado Código Procesal, el cual dispone que de ser favorable la sentencia al actor, esta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieran sido indebidamente afectados o desconocidos; se establece lo siguiente:

· La autoridad demandada deberá, en el ámbito de su competencia gestionar la cancelación de cualquier registro o inscripción efectuada respecto de las sanciones impuestas al hoy actor en la resolución impugnada en el presente juicio, ante el Registro de Servidores Públicos Sancionados, así como la respectiva cancelación ante el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados, que lleva la Auditoría Superior del Estado, de ser el caso, debiendo informar a este Tribunal sobre su cumplimiento, acompañando las constancias que acrediten que se concretaron dichas cancelaciones.
En mérito de lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 7º fracciones I y XVIII, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y transitorio sexto del decreto 0603, publicado el diez de abril de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial del Estado, en relación con el artículo 90 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en la Edición Extraordinaria del Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el jueves catorce de agosto de dos mil tres; así como también los artículos 217, 248, 249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer el presente juicio.
SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia:
TERCERO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez de la resolución administrativa emitida en el expediente PRA-013/2017, el doce de noviembre de dos mil dieciocho, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, dependiente de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, de la Controlaría General del Estado, en la cual impuso como sanción al hoy actor una multa por la cantidad de 22’703,114.08 (Veintidós millones setecientos tres mil ciento catorce pesos 08/100 M.N.) y una inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público por el lapso de diez años, y en consecuencia se declara su NULIDAD LISA Y LLANA, dejándose sin efecto legal alguno, por las razones expuestas en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
CUARTO.- Con fundamento en el artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como restitución en el goce de los derechos del actor se ordena a la autoridad demandada realice las acciones señaladas en la parte final del último considerando de la presente sentencia.
QUINTO.- Notifíquese de manera personal a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “Artículo 252.-…


…


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.


…”


� Contradicción de tesis 188/2004, resuelta por la Segunda Sala en sesión de uno de diciembre de dos mil cuatro, por unanimidad de cinco votos; que dio origen a la siguiente jurisprudencia cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:


Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXI, Enero de 2005; Pág. 576. 2a./J. 206/2004. Registro No. 179 466 


RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD SANCIONADORA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA NO CADUCA UNA VEZ TRANSCURRIDO EL PLAZO DE TREINTA DÍAS HÁBILES PREVISTO POR EL ARTÍCULO 64, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIGENTE EN EL ÁMBITO FEDERAL HASTA EL 13 DE MARZO DE 2002.- El procedimiento de responsabilidad administrativa, en cuanto tutela los principios constitucionales de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen al servicio público, es de pronunciamiento forzoso, pues su materia la constituye una conducta respecto de la cual existe el interés general en que se determine si resulta o no contraria a los deberes y obligaciones del servidor público. Por tanto, la omisión de la autoridad sancionadora de dictar resolución dentro del plazo de treinta días hábiles siguientes al cierre de la instrucción, previsto en el artículo 64, fracción II, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, no produce la caducidad de la facultad para emitir aquélla, por no preverlo así alguna disposición y porque el único límite a la potestad sancionadora administrativa del Estado es la prescripción contenida en el artículo 78 de la ley mencionada, sin que lo anterior signifique que la autoridad tenga la facultad arbitraria de alargar indefinidamente su actuación, pues el plazo de prescripción reinicia a partir de que se notifica al servidor público la incoación del procedimiento disciplinario relativo.





� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


“Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: 


…


III. 	Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.”





Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí





“ARTÍCULO 125.- Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:


…


III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley.”


� Lo anterior, de conformidad con lo establecido en los artículos Segundo y Cuarto Transitorios, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente a partir del diecinueve de julio de dos mil diecisiete, los cuales se transcriben a continuación:





“TRANSITORIOS.


…


SEGUNDO. A la entrada en vigor de (sic) Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, se abroga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado, el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual sólo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia.


…


CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.”





� ARTICULO 82. Las autoridades competentes conforme a esta Ley, impondrán las sanciones administrativas a que se refiere el Capítulo IV de este Título, mediante el siguiente procedimiento:





I. Citarán al presunto responsable a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputan; el lugar, día y hora en que se verificará dicha audiencia y su derecho a ofrecer pruebas; y alegar en la misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de un defensor.





En su caso, también asistirá a la audiencia el representante de la dependencia, entidad estatal, ayuntamiento o sus entidades, que para tal efecto designen.





Entre la fecha de la citación y la de audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni mayor de quince días hábiles;





II. Concluida la audiencia, la autoridad resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes, determinando la inexistencia de responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes, y notificará la resolución dentro de los cinco días hábiles siguientes al servidor público imputado, al titular de la dependencia o entidad o al representante designado y, en su caso, al particular a favor de quien se hubiere decretado la reparación de los daños y perjuicios causados;





III. Si en la audiencia se advierten elementos que impliquen otra responsabilidad administrativa a cargo del presunto responsable, o de otras personas, se podrá disponer la práctica de nueva investigación y citar para otra audiencia, y





IV. En cualquier momento, previo o posterior al citatorio a que se refiere la fracción I de este artículo, la autoridad podrá determinar la suspensión temporal en los cargos, empleos o comisiones de los presuntos responsables, si a su juicio así conviene para la conducción o continuación de las investigaciones. La suspensión temporal no prejuzga sobre la responsabilidad que se impute. La determinación de la autoridad hará constar expresamente esta salvedad. Dicha suspensión no podrá exceder de treinta días hábiles.





La suspensión temporal a que se refiere el párrafo anterior suspenderá los efectos del acto que haya dado origen a la ocupación, empleo, cargo o comisión, y regirá desde el momento en que sea notificada al interesado o éste quede enterado de la resolución por cualquier medio. La suspensión cesará cuando así lo resuelva la autoridad, independientemente de la iniciación, continuación o conclusión del procedimiento a que se refiere el presente artículo, en relación con la presunta responsabilidad de los servidores públicos.





Si los servidores públicos suspendidos temporalmente no resultaren responsables de la falta que se les imputa, serán restituidos en el goce de sus derechos y se les cubrirán las percepciones que debieron recibir durante el tiempo en que estuvieron suspendidos.





Se requerirá autorización del Gobernador del Estado para dicha suspensión, si el nombramiento del servidor público de que se trata incumbe al titular del Poder Ejecutivo. Igualmente, se requerirá autorización del Congreso del Estado, o en su caso de la Diputación Permanente, si dicho nombramiento requirió ratificación de éste en los términos de la Constitución Política del Estado.





